
Corte
Constitucional

Quito, D. M., 08 de diciembre del 2011

SENTENCIA N.° 049-11-SEP-CC

CASO N.° 1234-10-EP

CORTE CONSTITUCIONAL PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN

Juez constitucional ponente: Dr. Manuel Viteri Olvera

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El señor Luis Alvarado Buenaño comparece en calidad de secretario ejecutivo del
Consejo de Desarrollo Pueblo Montubio de la Costa Ecuatoriana y Zonas
Subtropicales de la Región Litoral-CODEPMOC, al amparo de lo dispuesto en los
artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, en concordancia con lo
establecido en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional, con acción extraordinaria de protección, en contra de la
sentencia del 23 de julio del 2010, dentro de la acción de protección N.° 0649-
2010, propuesta por Gonzalo Alonso Cárdenas Román en su contra, dictada por la
Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de El Oro, mediante la cual se:
"..acoge el recurso de apelación por el accionante y revoca lo resuelto por el
Tribunal Primero de Garantías Penales de El Oro, en consecuencia se admite la
acción de protección..y se deja sin efecto la sanción impuesta dentro del Sumario
Administrativo No. 001-05-CODEPMOC-2010, y se le restituyen todos sus
derechos vulnerados y que motivaron la presente acción, reintegrándoselo
inmediatamente a sus labores habituales, además de cancelársele los haberes
adeudados por concepto de sueldos desde el momento mismo de la suspensión, y
en general quedan sin efecto todas las resoluciones que afecten la estabilidad
laboral del legitimado activo...".

De conformidad con el inciso segundo del artículo 17 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, para el
periodo de transición, el secretario general, el 03 de septiembre del 2010 a las
17h23, ha certificado que no se ha presentado otra demanda con identidad de
objeto y acción, como se advierte en la razón actuarial constante a fojas 3 del
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expediente, y deja constancia de que la causa tiene relación con el caso N.° 1067-
10-JP.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los jueces, doctores Alfonso Luz Yunes (voto salvado), Patricio
Herrera Betancourt y Patricio Pazmiño Freiré, mediante auto del 07 de diciembre
del 2010 a las 15h30, admiten a trámite la causa, indicando que se proceda al
sorteo para la sustanciación de la misma; dicha admisión se puso en conocimiento
de las partes el 04 de enero, según la razón sentada por el secretario general de la
Corte (fojas 8), de conformidad con lo resuelto por el Pleno de la Corte
Constitucional, se procedió al sorteo el 11 de enero del 2010, designándose al Dr.
Manuel Viteri Olvera como juez sustanciador, y remitiéndose el proceso el 12 de
los mismos mes y año a las 17h45.

El juez sustanciador, Dr. Manuel Viteri Olvera, mediante providencia del 22 de
febrero del 2010 a las lOhOO, avoca conocimiento de la presente acción,
disponiendo notificar con el contenido de la demanda y la providencia de
calificación a los señores jueces de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de
Justicia de El Oro, conforme lo previsto en el artículo 37 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, para que
presenten su informedebidamente motivado de descargo sobre los argumentos que
fundamentan la demanda, conforme la razón sentada por el actuario.

Detalle de la acción extraordinaria de protección planteada y los argumentos
expuestos

El legitimado activo manifiesta que el recurso de apelación de la acción de
protección presentada por el señor Gonzalo Alonso Cárdenas Román no debió ser
admitido, ya que lo que el actor busca, a su entender, de acuerdo a su pretensión,
es que: "se le integre al desempeño de sus funciones habituales, está debidamente
justificada la suspensión de funciones del 26 de mayo del 2010 (notificado
mediante providencia); de acuerdo a lo que señala el artículo 112 del Reglamento
Interno Institucional publicado en el Registro Oficial N.° 16 del 6 de febrero de
2007"; que la acción de protección debe ser sustanciada ante la autoridad
competente, ya que todo reglamento, acto o resolución de la administración
pública es susceptible de impugnación ante los Tribunales de la Contencioso
Administrativo de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 217 del Código
Orgánico de la Función Judicial, por lo que el reclamo del actor debe ser ventilado
conforme el procedimiento determinado en la misma Ley, ya que a estos
tribunales les corresponde el control de la legalidad, que es lo que en verdad se
discute en este proceso, actividad que el juez constitucional no puede reemplazar a
través de un proceso de acción de protección, pues este no reemplaza a las
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acciones de inconstitucionalidad ni a los procesos contenciosos administrativos, no
solo por el principio de interpretación sistemático de la Constitución de la
República, sino también por el objeto diverso de las acciones.

Señala que la Sala Especializada de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de
El Oro no observa lo dispuesto en los artículos 42 y 50 de las Reglas de
Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional,
para el período de transición, que se está trastocando el carácter de la Constitución
que confiere las garantías para los derechos de protección establecidas en el
artículo 76 y particularmente las garantías jurisdiccionales establecidas en el título
III, artículo 86 y especialmente el amparo directo y eficaz de los derechos a través
de la acción de protección, artículo 88.

Que no es observada por la Sala Especializada de lo Civil de la Corte Provincial
de Justicia de El Oro la disposición contenida en el primer inciso del artículo 172
de la Constitución de la República, por lo que se debió declarar sin lugar el
recurso, pues no se ha demostrado jurídicamente que las vías de solución de
conflictos convenidas y, principalmente, la judicial, sean adecuadas o ineficaces
para el efecto, ya que en ningún momento se hizo uso de ellas. Añade que "la falta
de análisis de lo señalado en sentencia por el Tribunal Primero de Garantías
Penales de El Oro (juez inferior) quien de manera detallada realiza un compendio
constitucional en materia; por lo que los señores de la Sala Especializada de lo
Civil, Mercantil, Laboral, Niñez y Adolescencia y Materias Residuales de la Corte
Provincial de Justicia de El Oro no se aprecia en el contenido de la sentencia la
argumentación jurídica que sustente su resolución de acuerdo a lo que el Art. 4.
Numeral 9 y el Art. 17. Numeral 4, ya que en ningún momento se ha violentado el
procedimiento como lo demostré con documentación dentro del proceso y
deliberadamente se trata de querer con intenciones ocultas mostrar que no se ha
cumplido con lo que dispone la LOSCCA".

Puntualiza, finalmente, que el acto materia de la presente acción -se refiere a la
adoptada al concluir el sumario administrativo- es legítimo, al haber sido emitido
por autoridad competente, como es el secretario ejecutivo del Consejo de
Desarrollo del Pueblo Montubio, y dentro del ámbito de atribuciones que para el
efecto le confiere la ley, esto es el "Reglamento de la Ley Orgánica de Servicio
Civil y Carrera Administrativa en su artículo 78, Sección 5 titulado del Sumario
Administrativo y Art. 112 del Reglamento Interno Institucional el mismo que se
encuentra debidamente motivado y fundamentado legalmente", por lo que, en lo
principal, solicita que la acción extraordinaria de protección sea admitida y que se
adopten las urgentes medidas, declarando la violación de los preceptos
constitucionales y la reparación integral como afectados, ratificándose en lo que
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señala el Tribunal Primero de Garantías Penales de El Oro, quien negó la acción
de protección.

Identificación de los derechos presuntamente vulnerados por la decisión
judicial

A decir del legitimado activo, se está trastocando el carácter de la Constitución que
confiere las garantías para los derechos de protección establecidas en el artículo 76
y particularmente a las garantías jurisdiccionales del titulo III, artículo 86, y
especialmente el amparo directo y eficaz de los derechos a través de la acción de
protección; que no es observada por la Sala Especializada de lo Civil de la Corte
Provincial de Justicia de El Oro, la disposición contenida en el primer inciso del
artículo 172 de la Constitución de la República; no se aprecia en el contenido de la
sentencia la argumentación jurídica que sustente su resolución, de acuerdo a lo que
señala el artículo 4 numeral 9 y el artículo 17 numeral 4; no se observa el mandato
constitucional expreso señalado en el artículo 82 ni el respeto a lo señalado en el
artículo 86 numeral 1 respecto a las garantías jurisdiccionales.

Identificación de las normas constitucionales que contienen los derechos
presuntamente vulnerados

Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la
tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción
a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en
indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será
sancionado por la ley.

Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones
de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá
las siguientes garantías básicas:

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el
cumplimiento de las normas y los derechos de las partes.

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa
o grado del procedimiento.
b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la
preparación de su defensa.
1) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o

principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de
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su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos,
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se
considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán
sancionados.

Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas
y aplicadas por las autoridades competentes:

3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales,
reglamentarias o contractuales en materia laboral, estas se aplicarán en el
sentido más favorable a las personas trabajadoras.

Pretensión y pedido de reparación concreto

De acuerdo con los antecedentes y fimdamentación expuesta, solicita el recurrente
que a través de la sentencia que se dicte por parte de la Corte Constitucional, se
deje sin efecto la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de
Justicia de El Oro, y que se adopten las urgentes medidas, declarando la violación
de los preceptos constitucionales y la reparación integral como afectados,
ratificándose en lo que señala el Tribunal Primero de Garantías Penales de El Oro,
que niegan la acción de protección.

Contestación a la demanda

Legitimados Pasivos

Jueces de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de El Oro

A fojas 23 consta la comparecencia del Ab. Jorge Benavides Estrella, director
provincial del Consejo de la Judicatura de El Oro (e), puesto que la resolución
impugnada fue emitida cuando ejercía las funciones de juez provincial de la Sala de
lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de El Oro, dando cumplimiento a la
providencia dictada, quien presenta su informe de descargo, y en lo principal
manifiesta:

De la lectura de los antecedentes se establece con claridad meridiana que cometió
un error al haberse violado claras disposiciones legales y constitucionales, tales
como la contenida en el artículo 43 de la LOSCCA (vigente a esa fecha), que

.determina cuáles son las sanciones disciplinarias que a un funcionario público se le
puede imponer, norma que si bien refiere la suspensión temporal, esta es con goce
de remuneración, pero previo el sumario administrativo, siendo relevante tener
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presente el orden jerárquico de las normas determinado en el artículo 424 de la
Constitución de la República del Ecuador, y que el fundamento principal es que al
no haber sido citado con la iniciación del sumario administrativo, se violó el
procedimiento establecido en el artículo 351 del Código de Procedimiento Civil, al
igual que al habérselo separado de sus funciones sin previa sustanciación de un
proceso sumario administrativo, se viola la garantía constitucional que se establece
en los artículos 76 numeral, 7 y 82 de la Constitución de la República, base legal
que hace procedente la acción de protección y que sirvió de sustento para la
emisión del fallo recurrido mediante la acción extraordinaria de protección.

II. PARTE MOTIVA

PRIMERO.- El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y
resolver las acciones extraordinarias de protección, de conformidad con lo previsto
en el artículo 27 del Régimen de Transición Constitucional, en concordancia con
lo previsto en el artículo 4371 de la Constitución de la República del Ecuador; así
como lo establecido en el artículo 63 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional y artículo 39 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, publicado
en el Suplemento del Registro Oficial N.° 127 del 10 de febrero del 2010.

SEGUNDO.- La presente acción extraordinaria de protección ha sido tramitada de
conformidad con el ordenamiento jurídico constitucional y legal aplicable al caso.

TERCERO.- El objeto de la acción extraordinaria de protección es el
aseguramiento y efectividad de los derechos y garantías fundamentales, evitando
un perjuicio irremediable, al incurrir el accionar de los jueces en violación de
normas fundamentales, sea por acción u omisión, en una sentencia, auto o
resolución, en ejercicio de su actividad jurisdiccional. Al respecto el artículo 437
establece los requisitos para la admisión de ese recurso:

"1) Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriados;

Art. 437.- Los ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia.
Para la admisión de este recurso la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriados.

2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el
debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución
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2) Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por
acción u omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la
Constitución."

Por su parte, el artículo 94 de la Constitución de la República del Ecuador
establece que:

"Art. 94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra
sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u
omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la
Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los
recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que
la falta de interposición de estos recursos no fuere atribuible a la
negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado".

Estos requisitos constitucionales de procedibilidad de la acción se consagran
también en los artículos 582 y siguientes de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, en los que se establece además los
requisitos formales que debe reunir la demanda y el trámite que debe seguirse en
la acción extraordinaria de protección.

Conforme las normas constitucionales y orgánicas y legales antes referidas,
cualquier ciudadano, en forma individual o colectiva, podrán presentar una acción
extraordinaria de protección ante la segura conculcación grave de derechos
fundamentales, por lo que procede exclusivamente contra sentencias o autos
definitivos en los que se haya violado, por acción u omisión, el debido proceso u
otros derechos constitucionales reconocidos en la Constitución, una vez que se
haya agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a
menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la
negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado, y lograrpor
este medio preservar o restablecer cualquier derecho fundamental de libertad o de
protección referido al debido proceso de toda persona; asimismo, procede su
admisión de manera especial sin aguardar el agotamiento de todos los recursos
utilizables ante jueces y tribunales de la justicia ordinaria, previstos para todo el
proceso en contra de autos firmes, aun cuando no hubiesen puesto fin al proceso.

En definitiva, la acción extraordinaria de protección, consagrada en el artículo 94
de la Constitución de la República, constituye una garantía jurisdiccional que

Art. 58.- Objeto.- La acción extraordinariade protección tiene por objeto la protección de los
derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con fuerza de
sentencia, en los que se hayan violado por acción uomisión derechos reconocidos en laConstitución^
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propende a recoger el principio fundamental de la Carta aprobada en el 2008, de
que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, y que tiene
como deber primordial garantizar, sin ningún tipo de discriminación, el goce
efectivo de los derechos establecidos en la Constitución y en instrumentos
internacionales; por lo tanto, su más alto deber consiste en respetar y hacer
respetar los derechos constitucionales que son de aplicación directa e inmediata,
sin que para su ejercicio deban exigirse condiciones o requisitos que no estén
establecidos en la Constitución, o falta de norma para justificar su violación; son
plenamente justiciables pormandato del artículo 11 numeral 33.

CUARTO.- Corresponde al Pleno de la Corte analizar si en los fallos expedidos
por los jueces ordinarios existe vulneración de derechos constitucionales, a fin de
mantener un equilibrio razonable que permita lograr seguridad jurídica compatible
con el respeto a la cosa juzgada, autonomía judicial y principio de especialidad, en
razón de la independencia de la que gozan los órganos de la función judicial,
reconocida en el artículo 168 numeral 1 de la Constitución de la República, sin
que la Corte Constitucional sustituya al juez ordinario. Para esto, dentro de nuestro
Estado constitucional de derechos y justicia social, los actores judiciales tienen la
obligación de hacer respetar las normas constitucionales sustanciales, de las que
son titulares todas las personas, según el régimen del nuevo modelo de Estado que
rige en el Ecuador.

Asimismo, el Estado es responsable de error judicial, violación a la tutela judicial
efectiva y violación de los principios y reglas del debido proceso, según lo
establecido en el artículo 11 numeral 9, siendo el sistema procesal un medio para
la realización de la justicia que consagra los principios de simplificación,
uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y hará
efectivas las garantías del debido proceso, sin que se pueda sacrificar la justicia
por la sola omisión de formalidades, tal como lo determina el artículo 1694 ibídem,

Constitución de la República, Art. 11, numeral 3. Los derechos y garantías establecidos en la
Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata
aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición
de parte.

Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o
requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley.

Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para
justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su
reconocimiento.
4

Ibídem, Art. 169.-EI sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas
procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y
economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la
sola omisión de formalidades.
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y de lo cual esta Corte se limita a la observancia de las formas propias de cada
juicio, es decir, las que están previamente establecidas para las actuaciones, actos,
diligencias y resoluciones de la iniciación del proceso, de su desarrollo y
definición, en todas las instancias y etapas previstas para el procedimiento
respectivo, y su eficacia esté encaminada a proteger los derechos fundamentales de
los miembros de una comunidad y resolver los conflictos que se presentan entre
diferentes actores sociales.

QUINTO.- En atención a lo expuesto, le corresponde al Pleno de la Corte
Constitucional determinar si en la sentencia dictada por los señores jueces
miembros de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de El Oro, el 23
de julio del 2010, dentro de la acción de protección N.° 649-2010, mediante la cual
se revocó lo resuelto por el Tribunal Primero de Garantías Penales de El Oro y en
consecuencia se admite la acción de protección presentada por el señor Gonzalo
Alonso Cárdenas Román, vulnera los derechos fundamentales citados en la
presente acción.

Corresponde entonces analizar si efectivamente dentro de la decisión judicial
recurrida, se cumple con el requisito establecido en el numeral 1 del artículo 437 de la
Constitución de la República, en primer lugar, que sea una sentencia, auto o
resolución en firme o ejecutoriado, o en proceso de ejecución, y posterior a ello, lo
establecido en el numeral 2 de la referida norma suprema sobre la demostración de
que en la tramitación del referido recurso se hayan violado normas del debidoproceso
u otros derechos constitucionales, como dice el accionante, en lo atinente a la garantía
referida a la tutela judicial efectiva, debida motivación y seguridad jurídica,
previstos en los artículos 75, 76 numeral 7 literal 1y 82 de la Constitución de la
República.

Aunque los artículos referidos en la Constitución "se refieren (...) al debido proceso
que debe aplicarse en la jurisdicción y en la administración, debe enfatizarse que, por
su carácter estructural para la democracia y el Estado de derecho, el debido proceso
también debe aplicarse en las demás actuaciones estatales y particulares" .

Todo este análisis es realizado a fin de que se garantice el debido proceso
constitucional, ya que en este se garantizan todas las afectaciones del contenido
esencial del derecho fundamental al debido proceso, y que los principios y derechos
que de él se derivan sean susceptibles de ser garantizados mediante los procesos
constitucionales destinados a su tutela; y de ello únicamente este ámbito es

El Derecho de los Derechos.- Carlos Bemal Pulido, U. Externado de Colombia, pág 351
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susceptible de control y tutela por parte de la justicia constitucional, con la garantía de
evitar que la jurisdicción constitucional termine sustituyendo a la justicia ordinaria .

SEXTO.- Para el legitimado activo, la decisión que se impugna es una sentencia
firme, que no puede ser impugnada mediante recursos verticales (revocatoria,
aclaración o ampliación) ni horizontales (apelación); condición que de la revisión de
las piezas procesales anexadas y de la normativa procesal para la tramitación de la
garantía jurisdiccional (acción de protección), se cumple, en vista de que la resolución
que se impugna ha sido dictada en última y definitiva instancia; en consecuencia, la
acción extraordinaria de protección es objetivamente procedente conforme al numeral
1 del artículo 437 de la Constitución de la República.

En lo que respecta al cumplimiento del segundo requisito establecido en el numeral
2 del artículo 437 de la Constitución de la República, sobre la demostración de que
en la tramitación del recurso de apelación conocido se hayan violado las normas
constitucionales alegadas por el legitimado activo, y a fin de resolver el asunto, esta
Corte realizará el análisis sobre los siguientes tópicos: a) ¿Cuál es el objetivo de la
acción de protección y su recurso de apelación?; y b) El caso concreto.

a) ¿Cuál es el objetivo de la acción de protección y su recurso de
apelación?

En primer lugar, está claro que la decisión que se impugna mediante la presente
acción extraordinaria de protección es la sentencia dictada en apelación por la Sala
de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de El Oro, que aceptó la acción de
protección que propuso el legitimado activo, argumentando violación del debido
proceso y derechos constitucionales, en relación con los fundamentos de la
sentencia expedida por el tribunal de garantías penales que, por su parte, desechó
la acción de protección presentada por el señor Cárdenas Román.

Conforme lo han señalado la doctrina y la jurisprudencia la acción de protección es
una garantía jurisdiccional que nació de la necesidad de crear, dentro de la
administración de justicia, una nueva estructura constitucional dentro de la justicia
ordinaria, es así que en nuestro país les corresponde a todos los jueces y tribunales
de instancia, independientemente de su especialidad, garantizar con un mayor
grado de profesionalismo, confiabilidad y especialización, la administración de
justicia constitucional bajo principios de celeridad, eficiencia y certidumbre
jurídica para los ciudadanos, con el objeto de amparar directa y eficazmente los
derechos reconocidos en la Constitución de la República, cuando exista una

6 Sentencia No. 068-10-SEP-CC, caso No. 0734-09-EP, suplemento del R.O. No. 372, de 27 de
enero del 2011.
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vulneración de derechos constitucionales, por acción u omisión, en la especie, de
una autoridad pública no judicial.

El recurso de apelación que pone fin a la garantía jurisdiccional de la acción de
protección permite enmendar el agravio inferido a los particulares, con las
sentencias de los jueces o tribunales de primera instancia; por lo tanto, este recurso
busca lograr varios objetivos, como son la uniformidad y generalidad en la
aplicación del texto y doctrina constitucional en los distintos tribunales del país,
hacer justicia en el caso concreto en que una sentencia hubiere violado derechos
constitucionales en perjuicio de algún litigante.

La sentencia en la acción de protección, por su naturaleza excepcional, debe
garantizar la no vulneración de los derechos reconocidos en la Constitución, es
decir, es un esfuerzo analítico de estricto derecho constitucional respecto de los
actos del poder público. Mientras por la acción de protección los jueces y
tribunales ordinarios controlan la no vulneración de los derechos reconocidos por la
Constitución por parte de la autoridad pública no judicial, por la acción
extraordinaria de protección la Corte Constitucional controla la no vulneración de
los derechos constitucionales por parte de los operadores de justicia.

b) Caso concreto

En la presente acción se acusa a los jueces de la Sala de lo Civil de la Corte
Provincial de El Oro, de vulnerar las garantías del debido proceso y derechos
constitucionales, sin que en su formalidad se exprese de manera relevante los
requisitos formales contenidos en los artículos 61 y 62 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y en lo fundamental, cabe
puntualizar que el artículo 43 de la LOSCCA determina las sanciones disciplinarias
que pueden imponerse a un servidor público, entre ellas y expresamente, la
determinada en el literal d "Suspensión temporal sin goce de remuneración". De
acuerdo con el artículo 74 del Reglamento a la LOSCCA, esta sanción que no
puede exceder de treinta días, será impuesta "únicamente por la autoridad
nominadora previo el sumario administrativo actuado conforme a lo previsto en el
presente reglamento". Sin embargo, el artículo 112 del Reglamento Interno del
CODEPMOC determina, contradictoriamente, que la suspensión podrá ser previa al
Sumario Administrativo. En aplicación de la norma reglamentaria y no de la
LOSCCA se ha producido el acto de autoridad pública no judicial, como consta de
fs. 24 y 25 del proceso. En consecuencia, en aplicación del orden jerárquico de las
normas que consagra el artículo 425 de la Constitución de la República, es

"menester la aplicación de la norma jerárquicamente superior. Si a lo acontecido
normativamente se añade que el servidor público no fue citado, como en derecho
correspondía, para así proceder con la resolución de iniciación del sumario
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administrativo, es evidente la vulneración de los derechos constitucionales del
debido proceso y derecho a la defensa, en estricta aplicación de las normas
constitucionales, por los jueces de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de
Justicia de El Oro.

Se reitera, entonces, que la acción extraordinaria de protección nace y existe para
proveer que la supremacía de la Constitución sea segura; para garantizar y
resguardar el debido proceso, en tanto y en cuanto a su efectividad y resultados
concretos, el respeto a los derechos constitucionales y para procurar la justicia,
ampliándose así el marco garantista del control constitucional, cuyo fin es el
proteger, precautelar, tutelar y amparar los derechos constitucionales que han sido
violados o afectados por la acción u omisión en un fallo judicial (sentencia o auto
definitivo) dictado por un juez.

El artículo 76 de la Constitución garantiza que en todo proceso en el que se
determinen derechos y obligaciones de cualquier orden se asegurará el derecho al
debido proceso, y establece además que corresponde a toda autoridad
administrativa o judicial garantizar el cumplimiento de las normas y derechos de
las partes, así como que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en
ninguna etapa o grado del procedimiento; y así también la garantía del debido
proceso consolida, a su vez, la seguridad jurídica que constituye elemento esencial
y patrimonio común de la cultura del Estado de derechos y justicia; la sujeción de
todos los poderes del Estado a la Constitución en donde la ley se concreta en la
confiabilidad, en el orden jurídico, en la certeza sobre el derecho escrito y vigente,
es decir, el reconocimiento y la previsión de la situación jurídica.

De todo lo analizado, el Pleno de esta Corte concluye y determina que la acción
extraordinaria de protección no presta mérito, en el marco de la Constitución que
rige en la República, para su procedencia.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la
Constitución de la República del Ecuador, la Corte Constitucional, para el periodo
de transición, expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar que no ha existido vulneración de derechos constitucionales en la
sentencia impugnada.
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2. Negar la acción extraordinaria de protección propuesta por el señor Luis
Alvarado Buenaño, en su calidad de secretario ejecutivo del CODEPMOC,
en contra de la sentencia dictada el 23 de julio del 2010 por la Sala de lo
Civil de la Corte Provincial de Justicia de El Oro, dentro del recurso de
apelación de la acción de protección N.° 0649-2010.

3. Notifíquese, publíquese y cúmpl

'"Di>Patrrci'o"fíazmiño Freiré
PRESIDENTE

morro

ERAL (e)

Razón: Siento por tar^que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de
la Corte Constitucional, para el período de transición, con nueve votos de los
doctores: Roberto Bhrunis Lemarie, Freddy Donoso Páramo, Alfonso Luz Yunes,
Hernando Morales Vinueza, Ruth Seni Pinargote, Nina Pacari Vega, Manuel
Viteri Olvera, Edgar Zarate Zarate y Patricio Pazmiño Freiré, en sesión
extraordinaria del día jueves ocho de diciembre del dos mil once. Lo certifico.

JPCH/ccp/msb
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Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue suscrita por el doctor Patricio
Pazmiño Freiré, Presidente de la Corte Constitucional, el día martes trece de diciembre
de dos mil once.- Lo certifico.
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RAL(E)
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